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 NUEVO DERECHO DE LA ANCIANIDAD  
Teresa del Valle Roldán Goncebat 
a nueva estructura social formada por un importante contingente de 
personas mayores, avoca a un estudio actualizado del tema. El especta-
cular aumento de la esperanza de vida, junto con los avances en la inves-
tigación médica y el descenso de la natalidad, han contribuido a que la confor-
mación de la sociedad cambie.  
En la actualidad, existe un número elevado de personas mayores que se pre-
vé, aumentará inexorablemente en el futuro. Fenómenos demográficos sumado 
al constante envejecimiento de la población mundial, hace que si en 1998 había 
66 millones de personas que superan los 80 años, en el 2050 puedan llegar a ser 
370 millones, de los cuales más de dos millones serían centenarios.   
Estas personas alcanzan edades muy avanzadas y ello va aparejado frecuen-
temente, a la aparición de signos de senilidad que en ocasiones, perturban su 
capacidad.                                          
Si bien es cierto que este tipo de problemas ha existido en todas las épocas, 
también lo es el que el alarmante aumento de personas afectadas, imprime una 
nota de urgencia en la adopción de medidas, que tengan como finalidad su pro-
tección. 
No podemos desconocer entonces que los ancianos constituyen hoy uno de 
los grupos humanos más vulnerables del mundo jurídico, he ahí la necesidad de 
un sistema normativo que le ofrezca un marco de protección jurídico adecuado a 
su naturaleza, logrando así una esfera de libertad necesaria para poder desarro-
llarse como persona dentro en régimen Humanista que considere al anciano 
como un fin en sí mismo. 
En nuestro país los derechos de la Tercera Edad están amparados constitu-
cionalmente, pero en forma no específica. Por ello, el reconocer el Derecho de la 
Ancianidad permite ocuparse de manera integral de las cuestiones jurídicas re-
lacionadas con las personas de 60 años o más, logrando así la obligación genéri-
ca del Estado de respetar los derechos humanos, adoptando medidas para pre-
venir el abuso, abandono, negligencia y maltrato contra las personas de edad. 
El trabajo jurídico propuesto tiene como objeto preservar los derechos del 
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asegurándoles una vejez con bienestar físico, psicológico y socioeconómico y 
erradicando todas las formas de discriminación y violencia.  
Uno de los aspectos más preocupantes que atañe a esta nueva rama del dere-
cho son los diferentes tipos de maltratos a los que se encuentran sometidos los 
ancianos. 
La Red Internacional para la Prevención del Maltrato al Adulto Mayor (IN-
PEA) lo define como “un acto (único o reiterado) u omisión que causa 
daño o aflicción a la persona y que se produce en cualquier relación 
donde exista una expectativa de confianza”.  
Las Naciones Unidas instituyeron el 15 de junio como el Día Mundial de la 
Toma de Conciencia del Abuso y Maltrato a los Adultos Mayores. Esta 
fecha revela que el atropello a la vejez es hoy un mal sin fronteras geográficas y 
sociales. Pero, al mismo tiempo, es una muestra de la preocupación que ha des-
pertado a nivel internacional y local la alarmante marginación y discriminación 
que las sociedades hacen de sus mayores.  
La violencia contra los ancianos es un fenómeno que ocupa y preocupa a to-
dos los países, el alto nivel de incidencia demuestra la importancia de objetivi-
zar ésta situación y otorgarle el papel que deben priorizar en la Familia y la so-
ciedad, esto desafortunadamente no es atendido de igual forma en todos los paí-
ses, a pesar de las alarmantes cifras. 
España: en la actualidad se calcula que hay más de cinco millones de perso-
nas mayores de sesenta y cinco años, un 14% de la población. De ellas, el 60% 
son mujeres y el 40% hombres. Alarmante resulta las cifras del 8,9% de ancia-
nos que de una u otra manera viven en la violencia, pero de ellas sólo el 3,1% 
establece la denuncia o busca ayuda para resolver ésta situación, como se puede 
ver esto obliga a replantearse políticas y estrategias de actuación, que van más 
allá de las meras mantenedoras de la calidad de vida de dichas personas y que 
pasan por medidas sociales, económicas, jurídicas y de protección. Que han de 
superar también la tutela de los derechos genéricos de todos los ciudadanos pa-
ra incrementarlos con el reconocimiento explícito de los derechos de las perso-
nas mayores.  
Estados Unidos de América: "más del 20 % de los ancianos no sólo son 
maltratados en sus hogares, sino también en diversas instituciones nacionales 
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yor probabilidad de sufrir maltrato que aquellos que viven en sus hogares. La 
situación que se plantea no es sencilla pero debemos concientizarnos que son 
estos ancianos las personas que generación tras generación han estado cuidán-
donos, alimentándonos y educándonos, debemos no solo respetarlos y ayudar-
los, sino de estar a su lado en su proceso de envejecimiento.  
Perú: la falta de seriedad de parte del Estado es una de las mayores dificul-
tades a los cuales se enfrentan los ancianos, las personas con mayor status social 
y cultural recurren a formas más sutiles de violencia, como la psicológica, mien-
tras que los que tienen un nivel cultural menor optan directamente por los gol-
pes, la mayoría no son agresivos de forma habitual. Por eso es tan difícil recono-
cerlos. Además, desarrollan una especie de doble personalidad, hacen lo que 
corresponde hacer a un hombre cuando están en público: pero son unos tiranos 
en privado.  
Brasil y Panamá: se reportan anualmente más de 70 mil casos de extrema 
violencia, de los cuales un 27.1% de los maltratados constituyen ser ancianos.  
Argentina: este fenómeno se ha venido incrementando desde hace más de 
tres décadas y para el 2009 se prevé que más de 18 700 adultos mayores sufran 
algún tipo de violencia dentro del seno familiar, alrededor del 8%.  
Colombia: entre el 4% y el 6% de las personas mayores reconocen haber su-
frido maltratos en el hogar, en la mayoría de los casos se pone de manifiesto la 
violencia económica ya sea por parte del Estado o de los miembros del hogar. 
Sienten que en el Estado no existe ninguna preocupación por su seguridad de 
ingresos, indican que no son considerados con preferencia en las entidades pú-
blicas, privadas, ni en los servicios de salud, ni de transportistas, sostienen 
además que también concurren con mucha frecuencia en la Familia el maltrato 
psicológico y se caracteriza por la indiferencia cotidiana y la falta de paciencia 
hacia los padres, se ha detectado que esta violencia genera un aumento de los 
índices de alcoholismo, de depresiones crónicas y de suicidio.  
Chile: el 34,2% de la población anciana consideró sufrir algún tipo de violen-
cia en el hogar o centro de cuidados, siendo las más afectadas las mujeres entre 
65 y 74 años, el maltrato más evidenciado lo fue el psicológico con el 75,6% de 
afectación.  
Las cifras que se presentan son ciertamente alarmantes y sus manifestaciones 




Revista Jurídica del Centro, Nº4, Año 2013 
 
talmente las personas longevas, las cuales mantienen a pesar de todo la espe-
ranza de un cambio en la conducta del victimario para concluir sus días con una 
vejez tranquila junto a su Familia. 
Las Políticas Públicas dirigidas a los Adultos Mayores deben establecer una 
asistencia que, en la fragilidad, en la vulnerabilidad, en los entornos rurales, en 
el maltrato, en el abandono, en la institucionalización, en familias no contene-
doras, en la enfermedad, en la discapacidad, garanticen eficazmente los dere-
chos de estos. 
I. ANTECEDENTES CONSTITUCIONALES Y NORMATIVOS 
Constitución Nacional Argentina, Artículo 75, inciso 23 
Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, Artículo 41 
Declaración Universal de los Derechos Humanos, Artículos 2, 22 y 
25 (27) 
Pacto Internacional de Derechos Sociales, Económicos y Cultura-
les, Artículos 2, 7, 10 y 17 
Protocolo de San Salvador 
Asamblea General de las Naciones Unidas, Proclamación sobre los 
Ancianos, párrafo 2 
Programa de Acción del Cairo, párrafos 6, 17, 6 19 y 6.20  
Declaración de Copenhague, párrafo 26 y Compromiso 2  
Programa de Acción de Copenhague, párrafo 24, 25 y 40 
Plataforma de Acción de Beijing, párrafo 101, 106 y 165  
Agenda Hábitat, párrafo 17 y 40  
Constitución Nacional Argentina, Artículo 75, inciso 23 
Legislar y promover medidas de acción positiva que garanticen la igualdad 
real de oportunidades y de trato, y el pleno goce y ejercicio de los derechos reco-
nocidos por esta Constitución y por los tratados internacionales vigentes sobre 
derechos humanos, en particular respecto de los niños, las mujeres, los ancianos 
y las personas con discapacidad.  
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La Ciudad garantiza a las personas mayores la igualdad de oportunidades y 
trato y el pleno goce de sus derechos. Vela por su protección y por su integración 
económica y sociocultural, y promueve la potencialidad de sus habilidades y ex-
periencias. Para ello desarrolla políticas sociales que atienden sus necesidades 
específicas y elevan su calidad de vida; las ampara frente a situaciones de des-
protección y brinda adecuado apoyo al grupo familiar para su cuidado, protec-
ción, seguridad y subsistencia; promueve alternativas a la institucionalización.  
Declaración Universal de los Derechos Humanos, Artículos 2, 22 y 
25 (27) 
"Toda persona tiene los derechos y libertades proclamados en esta Declara-
ción, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política 
o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, naci-
miento o cualquier otra condición. ...Toda persona, como miembro de la socie-
dad, tiene derecho a la seguridad social, y a obtener, mediante el esfuerzo na-
cional y la cooperación internacional, habida cuenta de la organización y los re-
cursos de cada Estado, la satisfacción de los derechos económicos, sociales y 
culturales, indispensables a su dignidad y al libre desarrollo de su personali-
dad... 1.- Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, 
así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el 
vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales necesarios; tiene 
asimismo derecho a los seguros en caso de desempleo, enfermedad, invalidez, 
viudez, vejez y otros casos de pérdida de sus medios de subsistencia por circuns-
tancias independientes de su voluntad. 2.- La maternidad y la infancia tienen 
derecho a cuidados y asistencia especiales. Todos los niños, nacidos de matri-
monio o fuera de matrimonio, tienen derecho a igual protección social". Adop-
tada y proclamada por la resolución de la Asamblea General de Naciones Unidas 
el 10 de diciembre de 1948. 
Pacto Internacional de Derechos Sociales, Económicos y Cultura-
les, Artículos 2, 7, 10 y 17 
"Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a adop-
tar medidas... la plena efectividad de los derechos aquí reconocidos... Los Esta-
dos Partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar el ejercicio de los 
derechos... Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de to-
da persona a la seguridad social, incluso al seguro social. ...el derecho de toda 
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vestido y vivienda adecuados, y a una mejora continua de las condiciones de 
existencia... el derecho fundamental de toda persona a estar protegida contra el 
hambre..., Mejorar los métodos de producción, conservación y distribución de 
alimentos ...toda persona al disfrute del más alto nivel posible de salud física y 
mental... c) La prevención y el tratamiento de las enfermedades epidémicas, en-
démicas, profesionales y de otra índole, y la lucha contra ellas; d) La creación de 
condiciones que aseguren a todos asistencia médica y servicios médicos en caso 
de enfermedad". Adoptado y abierto a la firma, ratificación y adhesión para la 
Asamblea General de Naciones Unidas el 16 de diciembre de 1966.  
Protocolo de San Salvador 
Artículo 
Obligación de no Discriminación 
Los Estados partes en el presente Protocolo se comprometen a garantizar el 
ejercicio de los derechos que en él se enuncian, sin discriminación alguna por 
motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier 
otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cual-
quier otra condición social. 
Artículo 
Derecho a la Seguridad Social 
1. Toda persona tiene derecho a la seguridad social que la proteja contra las 
consecuencias de la vejez y de la incapacidad que la imposibilite física o men-
talmente para obtener los medios para llevar una vida digna y decorosa. En caso 
de muerte del beneficiario, las prestaciones de seguridad social serán aplicadas 
a sus dependientes. 
2. Cuando se trate de personas que se encuentran trabajando, el derecho a la 
seguridad social cubrirá al menos la atención médica y el subsidio o jubilación 
en casos de accidentes de trabajo o de enfermedad profesional y, cuando se trate 
de mujeres, licencia retribuida por maternidad antes y después del parto. 
Artículo 
Protección de los Ancianos 
Toda persona tiene derecho a protección especial durante su ancianidad. En 
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va las medidas necesarias a fin de llevar este derecho a la práctica y en particular 
a: 
a. proporcionar instalaciones adecuadas, así como alimentación y atención 
médica especializada, a las personas de edad avanzada que carezcan de ella y no 
se encuentren en condiciones de proporcionársela por sí mismas; 
b. ejecutar programas laborales específicos destinados a conceder a los an-
cianos la posibilidad de realizar una actividad productiva adecuada a sus capa-
cidades respetando su vocación o deseos; 
c. estimular la formación de organizaciones sociales destinadas a mejorar la 
calidad de vida de los ancianos. 
Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en 
materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Adoptado en San Sal-
vador, El Salvador, el 17 de Noviembre de 1988 en el decimoctavo período ordi-
nario de sesiones de la Asamblea General. Reafirmación de los Estados parte de 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos. 
Dentro de los compromisos tomados por los Gobiernos para ase-
gurar los Derechos Humanos de los Ancianos, podemos destacar: 
Asamblea General de las Naciones Unidas, Proclamación sobre los 
Ancianos, párrafo 2 
"La Asamblea General... urge el apoyo de las iniciativas nacionales sobre el 
envejecimiento... por eso... Políticas y programas nacionales apropiados para las 
personas ancianas son consideradas como parte de las más importantes estrate-
gias... Organizaciones gubernamentales y no gubernamentales colaboran para el 
cuidado básico de la salud, promoción y programas auto ayuda para los ancia-
nos... Las personas ancianas son vistas como contribuyentes de sus sociedades y 
no como un limitante... las Políticas y Programas son desarrollados, los cuales 
responden a las características especiales, necesidades y habilidades de las mu-
jeres ancianas... Las Familias son apoyadas para proveer cuidados..." 
Programa de Acción del Cairo, párrafos 6, 17, 6 19 y 6.20 
"Objetivos… Desarrollar sistemas para el cuidado de la salud, así como un sis-
tema de seguridad social para los ancianos... poniendo atención especial a las 
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perspectiva para atraer a la familias que tengan cuidado de las personas ancia-
nas dentro de la familia... Los Gobiernos deberían asegurar una participación 
continua de en la sociedad de las personas ancianas... Los gobiernos deberían 
asegurar que la creación de medidas necesarias son desarrolladas para permitir 
a las personas que sus vidas sean determinadas por un factor de auto- confian-
za, y vidas productivas, y saludables para hacer un uso completo de las habilida-
des que ellos han adquirido en sus vidas para beneficiar a la sociedad... Los Go-
biernos, en colaboración con las Organizaciones no Gubernamentales y los sec-
tores privados deberían fortalecer los sistema de apoyo formal e informal y re-
des de seguridad para las personas ancianas y eliminar toda forma de violencia y 
discriminación... en todos los países, poniendo especial atención a las mujeres 
ancianas..." 
Conferencia de El Cairo sobre la Población y el Desarrollo, El Cairo, Egipto, 
1994. 
Declaración de Copenhague, párrafo 26 y Compromiso 2  
"Nosotros los representantes del Gobierno... crearemos acciones... que mejo-
ren la posibilidad de que las personas ancianas obtengan un mejor estilo de vi-
da... Desarrollar y mejorar políticas que asegurar a todas las personas tener una 
protección económica, social y cultural adecuado durante... viudez, discapaci-
dad, o edad avanzada..." 
Conferencia Internacional sobre Población y Desarrollo. Copenhague, Dina-
marca, del 6 al 12 de marzo de 1995. Naciones Unidas. 
Programa de Acción de Copenhague, párrafo 24, 25 y 40 
"La erradicación de la pobreza requiere un acceso universal a las oportunida-
des económicas que promuevan una vida sustentable y servicios sociales bási-
cos, así como también esfuerzos espaciales que faciliten el acceso a las oportu-
nidades y servicios para los no privilegiados... Existe una necesidad urgente de... 
políticas que aseguren a todas las personas tener una protección social, y eco-
nómica adecuada... durante la discapacidad o edad avanzada... Deben ser pues-
tos esfuerzos en particular para proteger a las personas ancianas, incluyendo 
aquellos con discapacidad a través de... el mejoramiento la situación de las per-
sonas ancianas en casos particulares donde ellos no gozan de un apoyo fami-
liar... Asegurando que las personas ancianas puedan satisfacer sus necesidades 
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ciendo medidas... que aseguren a los trabajadores jubilados no caer en la pobre-
za..." 
Plataforma de Acción de Beijing, párrafo 101, 106 y 165 
"Con el aumento de la esperanza de vida y el número cada vez mayor de an-
cianas, la salud de las mujeres de edad avanzada exige una atención particular. 
Las perspectivas a largo plazo de la salud de la mujer sufren transformaciones 
en la menopausia que, sumadas a afecciones crónicas y a otros factores, como la 
mala nutrición y la falta de actividad física, pueden aumentar el riesgo de en-
fermedades cardiovasculares y osteoporosis. También merecen una atención 
particular otras enfermedades asociadas al envejecimiento y las relaciones entre 
el envejecimiento y la discapacidad de la mujer... Medidas que han de adoptar 
los gobiernos: a) Promulgar y hacer cumplir leyes que garanticen los derechos 
de la mujer y el hombre a una remuneración igual por el mismo trabajo o por un 
trabajo de igual valor... Aprobar y aplicar leyes contra la discriminación por mo-
tivos de sexo, en el mercado de trabajo, con especial consideración a las trabaja-
doras de más edad, en la contratación y el ascenso, en la concesión de presta-
ciones laborales y de seguridad social y en las condiciones de trabajo..." 
IV Conferencia Mundial sobre la Mujer. Beijing, China, 1985. Naciones Unidas. 
Agenda Hábitat, párrafo 17 y 40 
"... Las personas mayores tienen derecho a llevar una vida satisfactoria y pro-
ductiva y deben tener oportunidades de participar plenamente en sus comuni-
dades y su sociedad y en todas las decisiones relativas a su bienestar, especial-
mente a sus necesidades de vivienda. Deben reconocerse y valorarse sus múlti-
ples contribuciones a los procesos políticos, sociales y económicos de los asen-
tamientos humanos. Debe prestarse especial atención a satisfacer las necesida-
des en evolución en materia de vivienda y movilidad, a fin de que puedan seguir 
teniendo una vida satisfactoria en su comunidad... Asimismo nos compromete-
mos a perseguir los siguientes objetivos... fomentar la mejora del patrimonio de 
viviendas existentes mediante rehabilitación y mantenimiento y el suministro 
adecuado de servicios, instalaciones y comodidades básicos... erradicar la dis-
criminación en el acceso a la vivienda y los servicios básicos por cualquier moti-
vo, como raza, color, sexo, idioma, religión, opinión... Apoyar a la familia en sus 
funciones de sustento, educación y crianza para reconocer su importante con-
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tinadas a atender las necesidades de vivienda de las familias y sus miembros, 
especialmente los miembros más desfavorecidos y vulnerables. 
2º Conferencia Mundial sobre Asentamientos Humanos. Estambul, Turquía, 
del 3 al 14 de junio de 1996. 
II. DERECHOS DE LAS PERSONAS ADULTAS MAYORES 
a. A no ser discriminado en razón de su edad u otro status o condición, en to-
dos los aspectos de la vida; 
b.  Al respeto a su integridad física, psico-emocional y sexual y a vivir al lado 
de su familia, con dignidad, en un ambiente que satisfaga plenamente sus diver-
sas necesidades y les proporcione tranquilidad; 
c. A recibir asistencia médica, geriátrica y gerontológico, en forma oportuna y 
eficaz; 
d. A recibir buen trato, consideración y tolerancia por parte de la familia, la 
sociedad y el Estado; 
e. A disfrutar de programas recreativos, culturales, deportivos y de esparci-
miento; 
f.  A ocupar su tiempo libre en educación continua, en actividades producti-
vas convenientes o labores de voluntariado; 
g. A recibir protección contra abuso o malos tratos de cualquier índole; asis-
tencia especializada de cualquier tipo para su bienestar y asistencia jurídica gra-
tuita para la defensa de sus derechos; 
h. A ser oídos, atendidos y consultados en todos aquellos asuntos que fueren 
de su interés y asegurarles la participación y comunicación en actividades de la 
Comunidad que preserven su autoestima de personas útiles a la Sociedad; 
i.  A no ser obligados a realizar labores o trabajos que no sean acordes a sus 
posibilidades o condiciones físicas que menoscaben su dignidad, es decir, a la 
protección contra toda forma de explotación; 
j.  A recibir asistencia en la gestión de beneficios del gobierno nacional, que 
permitan el otorgamiento oportuno de pensiones o jubilaciones en razón de su 
edad; y a que se revise periódicamente sus ingresos a fin de adecuarlos al costo 
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k. A ser informados de sus derechos y de las leyes que se los garantizan y; 
l.  Al disfrute pleno de los demás derechos que les reconocen la Constitución 
Nacional, las Constituciones Provinciales,  los Tratados Internacionales y demás 
Leyes dictadas en consecuencia. 
III. DE LA INTEGRACIÓN SOCIAL, LA SEGURIDAD SOCIAL Y LA MEJORA 
DE LAS CONDICIONES DE VIDA 
Es el Estado quien deberá establecer los mecanismos necesarios para permi-
tir el goce de los derechos conferidos a las personas de edad avanzada que se 
encuentren en estado de abandono o desprotección. 
Por lo tanto deberán crearse a tales efectos, programas de prevención y pro-
tección para las personas adultas mayores en situación de riesgo o desamparo, 
para incorporarlos al núcleo familiar o albergarlos en instituciones adecuadas 
Ante la confirmación de la situación de abandono o riesgo social de un Adulto 
Mayor debidamente constatada por la justicia o por opinión fundada de los ser-
vicios sociales o sanitarios; el Estado activará acciones con el fin de mitigar esta 
situación. Se brindará asistencia sanitaria, nutricional, de abrigo y judicial para 
revertirla. 
Pero ¿a que llamamos persona adulta mayor en situación de abandono o ries-
go social? Cuando: 
1. Carezca de medios de subsistencia; 
2. Se vea privado de alimentos o de las atenciones que requiere su salud; 
3. No disponga de una habitación cierta; 
4. Se vea habitualmente privado del cuidado de sus hijos o familiares dentro 
del cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad; 
5. Sea objeto de violencia intrafamiliar o malos tratos; y; 
6. Existan circunstancias de desamparo que lleven a la convicción de que se 
encuentra en situación de abandono, la cual será declarada por los Tribunales 
correspondientes. 
A efecto de prevenir la violencia física, psicológica o sexual contra las perso-
nas adultas mayores, se aplicarán las disposiciones que para tal efecto contem-
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Estarán obligados a denunciar tales hechos, los representantes de las institu-
ciones públicas y privadas, encargados de los programas de atención a las per-
sonas adultas mayores, como así también cualquier persona que conozca de es-
tos abusos. 
Tendrán intervención los Tribunales competentes ante denuncias  por mal-
trato, lesiones, abuso físico o psíquico, sexual, abandono, descuido o negligen-
cia, explotación, y en general cualquier acto que perjudique a las personas adul-
tas mayores, debiendo darle una atención prioritaria y solución expeditiva; 
Los servicios de asistencia y orientación jurídica creados al efecto deberán 
asesorar en forma gratuita, en especial aquellos que se refieren a la seguridad de 
su patrimonio, en materia de alimentos y sucesión testamentaria; 
Se establecerán asimismo, en el ámbito creado al efecto, programas asisten-
ciales de apoyo a las familias para que la falta de recursos no sea causa de sepa-
ración de las personas adultas mayores,  
La familia de la persona adulta mayor deberá cumplir su función social; por 
tanto, de manera constante y permanente deberá velar por cada una de las per-
sonas adultas mayores que formen parte de ella, siendo responsable de propor-
cionar los satisfactores necesarios para su atención y desarrollo integral y tendrá 
las siguientes obligaciones para con ellos: 
1. Otorgar alimentos de conformidad con lo establecido en el Código Civil; 
2. Fomentar la convivencia familiar cotidiana, donde la persona adulta mayor 
participe activamente, y promover al mismo tiempo los valores que incidan en 
sus necesidades afectivas, de protección y de apoyo, y 
3. Evitar que alguno de sus integrantes cometa cualquier acto de discrimina-
ción, abuso, explotación, aislamiento, violencia y actos jurídicos que pongan en 
riesgo su persona, bienes y derechos. 
Los programas de vivienda tomarán medidas para promover el acceso a las 
mismas, a aquellas familias que comprueben en su convivencia familiar la aten-
ción a personas adultas mayores. 
Las personas adultas mayores tendrán trato preferencial cuando realicen ges-
tiones personales ante las dependencias del Estado, gobiernos locales y del sec-
tor privado. Toda institución pública o privada que brinde servicios a las perso-




Revista Jurídica del Centro, Nº4, Año 2013 
 
adecuado, así como con los recursos humanos necesarios para que se realicen 
procedimientos alternativos en los trámites administrativos, cuando tengan al-
guna discapacidad. 
Se tomarán las medidas necesarias para facilitar la movilidad de las personas 
de edad avanzada, a través de acuerdos con municipios y organismos provincia-
les, que favorezcan la eliminación progresiva de barreras arquitectónicas en el 
equipamiento de las instituciones públicas y privadas y en la vía pública;  como 
también el desarrollo de mecanismos que faciliten el acceso o adquisición de 
ayudas funcionales. 
IV. ACUERDOS CON LAS PROVINCIAS Y MUNICIPIOS 
El Gobierno Nacional asistirá técnicamente a las Provincias y Municipios pa-
ra contar con una política dirigida a los Adultos Mayores. Esta asistencia tende-
rá a la construcción e implementación de una política integral y de acciones 
convergentes en materia gerontológica. 
Las Provincias y los Municipios deberán realizar acciones tendientes a: 
a. Efectuar un diagnostico participativo sobre la situación de los adultos Ma-
yores. 
b. Definir responsabilidades en áreas específicas de la estructura orgánica. 
c. Elaborar un Plan de Acción Gerontológico Local, de carácter periódico, con 
objetivos y metas, que incluya compromisos y acciones dirigidas a promover y 
garantizar los derechos de los Adultos Mayores, consagrados en la constitución 
y en esta Ley. 
d. Establecer descuentos y quitas, promoviendo el acceso en actividades so-
ciales, deportivas, al transporte, y en las tasas y servicios provinciales y munici-
pales, dirigidos a los Adultos Mayores de bajos recursos. 
e. Promover regulaciones locales en materia de autorizaciones en planos y 
proyectos de urbanización, garantizando que las nuevas construcciones, amplia-
ciones o remodelaciones de edificios, parques, aceras, jardines, plazas, calles, 
servicios sanitarios y otros espacios de propiedad pública o privada que impli-
quen concurrencia o brinden atención al público, no contengan barreras que 
limiten el acceso o tránsito a las personas adultas mayores. Se promoverá la 
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f. Generar espacios públicos amigables y proclives a la participación social y 
la actividad física y de esparcimiento de los Adultos Mayores. 
V. BASES PARA EL PLAN DE ACCIÓN GERONTOLÓGICO NACIONAL 
1. Promover estudios sobre los problemas y circunstancias que tienen rela-
ción con el envejecimiento de la población para la formulación de políticas inte-
grales; 
2. Desarrollar acciones para fortalecer y consolidar los recursos humanos, las 
capacidades de los distintos niveles del estado y los recursos económicos para 
llevar adelante los sucesivos planes de acción; 
3. Desarrollar programas de capacitación para líderes de Organizaciones de 
Adultos Mayores y de ONGs vinculadas con la temática; 
4. Establecer medidas de acción positiva para la promoción, protección, aten-
ción y rehabilitación de la salud biopsico-social de los adultos mayores; 
5. Extender la cobertura de la atención integral de la salud, de forma gratuita 
comprendiendo  acciones de promoción, prevención, atención y rehabilitación; 
6. Promover el control periódico, la detección precoz de enfermedades cróni-
cas no trasmisibles y la adopción de hábitos y entornos saludables; 
7. Establecer normas con enfoque de riesgo socio sanitario para las acciones 
preventivas primarias y secundarias, periódicas y permanentes para todas las 
instituciones públicas y privadas que asistan a adultos mayores; 
8. Promocionar medidas de detección precoz y prevención de patologías pre-
valentes; en todos los grupos etáreos; en el conjunto de la comunidad, a los efec-
tos de reducir la emergencia de problemas de salud y  discapacidades funciona-
les en la vejez; 
9. Organizar prestaciones basadas en el modelo de “cuidados progresivos”, 
que incluirán Cuidadores Domiciliarios; Hogares de Día; Residencias Geriátri-
cas; Pequeños Hogares u Hogares tutelados y Seguimiento post internación. 
Definir tipo de servicios y normatizar su indicación según grado de autovalencia 
o fragilidad y contención familiar; 
10. Promover la capacitación de Médicos, Enfermeros, Rehabilitadores físicos 
y mentales, Trabajadores Sociales, Asistentes en Geriatría, Psicólogos, Auxilia-
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tología Social, Agentes Sanitarios, Operadores Territoriales y todo otro recurso 
humano necesario para la asistencia integral de los adultos mayores, que actúen 
en las esferas públicas y privadas prestando servicios; 
11. Promover acciones para el fortalecimiento institucional de todos los pres-
tadores de servicios a la población AM, ya sean estos Hogares, Organizaciones 
de Cuidadores, Prestadores de Salud o de Servicios Sociales; 
12. Organizar un amplio programa permanente de formación y asistencia a 
Cuidadores Familiares, en virtud de que la oportunidad,  calidad y calidez de los 
cuidados en el ámbito familiar son un recurso invalorable en el esquema de cui-
dados progresivos y en la preservación de los derechos del Adulto Mayor; 
13. Propiciar acciones que tiendan a preservar, estimular y apoyar la perma-
nencia del adulto mayor en su domicilio y en el seno de su familia y de su comu-
nidad, acercándole servicios domiciliarios integrales, efectivos y oportunos, evi-
tando la internación institucional u hospitalaria excepto por razones estricta-
mente objetivas médico-geriátricas; 
14. Facilitar el acceso a la población adulta mayor a los medicamentos, próte-
sis, órtesis, prótesis odontológicas y ayudas técnicas para el mantenimiento de 
su calidad de vida, la autonomía, la independencia, la autovalencia y la autoes-
tima. Se elaborará un vademécum geriátrico; 
15. Establecer disposiciones reglamentarias para el funcionamiento de esta-
blecimientos públicos y privados, sean estos residencias para mayores, centros 
de día, servicios de salud; que aseguren la calidad asistencial, seguridad y con-
tención. Deben asegurar privacidad, protección y respeto por las costumbres y la 
dignidad de los adultos mayores que utilizan sus servicios. Dicha reglamenta-
ción establecerá responsabilidades en la acreditación, en la inspección y audito-
ria de los mismos, atendiendo a las particularidades de cada tipo de servicio; 
16. Propiciar programas de preparación para la jubilación; tanto para el 
hombre como para la mujer; 
17. Propiciar la reducción del costo de los servicios públicos básicos, impues-





Revista Jurídica del Centro, Nº4, Año 2013 
 
18. Propiciar, la concesión temporaria a los adultos mayores de plazas en vi-
viendas asistidas, tuteladas o de hogares familiares protegidos con asistencia y 
seguimiento profesional y técnico; 
19. Fomentar la alfabetización, la educación permanente y el acceso a la cul-
tura en todos sus niveles a los adultos mayores; 
20. Fomentar la capacitación y la actividad laboral de los adultos mayores 
acogidos o no a la jubilación; 
21. Promover, desarrollar e implantar programas de actividades deportivas, 
recreativas y culturales en instituciones públicas y privadas; 
22. Promover, el turismo social y planes turístico-terapéuticos para los adul-
tos mayores; 
23. Promover la participación activa de los adultos mayores en la sociedad ci-
vil, instituciones públicas y privadas, partidos políticos, organismos de la segu-
ridad social, obras sociales, con especial énfasis en el voluntariado social; 
24. Desarrollar acciones concretas articuladas con la justicia para prevenir, 
detectar, tratar y erradicar la discriminación por edad, sexo o condiciones socio-
económicas y culturales de los adultos mayores, el maltrato, la violencia, la vic-
timización, la marginación o la exclusión social; 
25. Diseñar y aplicar un protocolo de intervención ante la existencia de Adul-
tos Mayores en situación de abandono, en riesgo social o en padecimiento de 
maltrato; 
26. Promover servicios socio-sanitarios de tele asistencia y vía página web, 
que posibiliten y faciliten el nexo entre el adulto mayor con su entorno y los ser-
vicios asistenciales disponibles; 
27. Establecer acciones a fin de limitar las barreras arquitectónicas y trampas 
urbanísticas de las ciudades y pueblos, edificios, calles, etc. para evitar acciden-
tes y facilitar la ambulación y el acceso a los transportes, edificios e instituciones 
en general; 
28. Concientizar a la población desde la niñez acerca de la importancia de 
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29. Generar acciones para que los servicios sociales y los servicios sanitarios 
en el territorio propendan cada día a una mayor articulación y una mejor inte-
gración de sus esfuerzos para mejorar la situación de los adultos mayores y sus 
familias. Estas acciones deberán diseñadas e implementadas en forma conjunta, 
compartiendo información, recursos humanos y económicos. 
30. Los adultos mayores serán entendidos como parte protagónica del proce-
so de salud-enfermedad-atención-cuidados. Deberán ser orientados y estimula-
dos de acuerdo con la estrategia de Predictores de Salud de los Adultos Mayores, 
debiéndose ofrecerles todas las acciones necesarias para garantizar relaciones 
sociales satisfactorias, actividades físicas acordes con sus posibilidades, dietas 
balanceadas, prácticas de mantenimiento cognitivo y la promoción de proyectos 
vitales en pos del compromiso con la vida de todos los adultos mayores- 
31. En todo el Plan Gerontológico, deben preverse los mecanismos de moni-
toreo y evaluación, a fin de propender al mejor cumplimiento  de la metas del 
mismo. 
 
